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" objetivo principal: la gestién democrdatica de los asuntos de interés general.

La profundizacién de la democracia que propiciamos como camino para salir de la critica
siftuacién en que nos encontramos estd estrechamente ligada al crecimiento de la libertad de
informacién, es decir, a la reparticién del “poder de informacién”. Existe un consenso general
sobre el axioma que establece que la democracia participativa tiene como base a cludadanos
bien informados. Sin flujo libre de informacién la participacion politica es simplemente imposible.
También sabemos que la informacién pura no existe. La informacién es emitida y recibida por
actores sociales que tienen puntos de vistas, enfoques e intereses variados y que trasmiten o
reciben la informacién desde su propla perspectiva. La manipulacién (mds o menos consciente) a
través de la informacién (lograda o falllda) es una constante en nuestra experiencia politica,
incluso a nombre de la democracia y de la libertad de expresion.

El debate alrededor de este tema provocado por la Infroduccidén de modificaciones en el
articulo 662 de la Constitucion que consagra que “todos tienen el derecho de expresar su
pensamiento de viva voz o por escrito y de hacer uso para ello de cualquier medio de difusion”,
en la Reforma Constitucional que adelanta el Congreso de la Replblica exige algunas reflex1ones

La circulacién de la informacién como dimensidn esencial de las relaciones politicas
democraticas nos ubica en el campce de lo publico. La opinidn publica es el campo en el que se
puede establecer un didlogo entre los mdés diversos actores sociales que permita la toma de
decisiones sobre asuntos de interés general con la amplia participacién de los miembros de la
socledad y los responsables del Estado y del goblemo. La garantia constitucional de la libertad de
expresién busca establecer ese espacio necesario para una auténtica democracia. Supone que
el fiuo de informacién es un asunto publico, es decir, que forma parte de la “politica” o de Ia
esfera de las relaclones sociales en la gue se busca la satisfaccion del Bien Comun.

La libertad de expresidn no es, por tanto, un‘asunto de libre mercado ni puede ejercerse de
acuerdo a la racionalidad “privada” que guia las actuaciones individuales. La libertad de
expresion se ubica en la dimensién de la raciondlidad publica, de la constitucién misma de la
socledad. Por consigulente, la socledad no puede renunciar al derecho a normar los flujos de
informacién y el papel de los medios de comunicacién con la-finalidad de que se cumplc su

El Estado, en representacién de la sociedad, tiene la irrenunciable obligacion de goronﬂzor el,
libre fiujo de informacién necesaria para la participacién en la toma de decisiones sociales. Es
agul donde se ublca la compleja problematica de fomentar la difusién de las iIdeas y posiciones,
evitar los monopolios y superar el inmenso obstdculo que significan Ia permanente Innovaciéon
tecnoldgica v los crecientes costos de la comunicacién social.

La consecuencia légica de este enfoque es que la libertad de expresion trae como correlato
asumir el flujo de informaciéon en la'sociedad y, por tanto, el papel de los medios de
comunicacién social como un “servicio publico”, o seq, que es un bien publico imprescindible e
inajenable, sujeto a la regulacién del Estado que debe garantizar el acceso a la informaciény el
uso de los medios de comunicacién en igualdad de oportunidades. )

" La concrecién del derecho de libertad de expresidn depende de la relacién que se establezca
entre los comunicadores sociales, los propletarios de los medios de comunicacién, los cludadanos
y el Estado. La calidad del comunicador es una condicién sin la cual es imposible el flujo de
informacién necesario para la democracia. Un comunicador social es responsable de la
Informacién que frasmite, por lo que su formacién profesional y una actuacidn inspirada por la
ética del bien comun son requisitos Indispensables para que existan realmente canales
participativos de Informacion.

Entre las libertades contempladas en esta concepcidn del derecho a la expresidn estd la de
fundar y dirigir medios de comunicacién. La propledad privada de los medios de comunicacion
no desliga a éstos de sus obligaciones como “serviclo publico”, es decir, su sentido es el de
facllitar la formaciéon de una opinién publica libre y variada haciendo presente en ella opiniones
de individuos o grupos cuyos legitimos intereses forman parte de la socledad pluralista en la que
aspiramos vivir. El conflicto, entonces, entre la ldgica empresarial privada cuyo objetivo es el lucro
y la funcién social de los medios es frecuente. La experlencia venezolana nos dice que faclimente
prevalece la légica empresarial del lucro privado sobre los objetivos de trasmitir la informacién o
senvir de canal de comunicacién social. El peso de la empresa publicitaria ligada a los medios los
hace muy dependientes de la dindmica propia de la publicidad con su casi inevitable inclinacion
ala mompuloaon bajo capa de libertad de expresion.

El reciente documento de la Conferencia Episcopal Venezolana (11 de julio de 1992, ver
seccién “documentos” de este nimero de SIC) es muy claro al respecto, conociendo el dominio
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de la propledad privada de los Medios de Comunicacién Social en nuestro pais: "Su sifuacién es
ambivalente al igual que su credibllidad. Se les exige en esta hora dificil que no corrompan af
pueblo con la exaltaclén de antivalores, Ia primacia del rating y la promocién del consumismo y el
lucro facil. Es deplorable percibir, especialmente en los canales de televisién su imperturbable
clnismo ante los frecuentes reclamos de padres de familia, de intelectuales y docentes y de
diversos organismos de Ia Iglesia, que exigen programaciones mds limpias y educativas, menos
violentas y erotizantes. Se les exhorta a que ajusten sus servicios a los criterios de ética
comunicacional. La libertad es pilar fundamental de todo sistema democrdtico, pero debe pasar
por el tamiz de la verdad. de la justicia y del bien comin” . .

El ejemplo de como se escamotea el cumplimiento del Decreto 1029 en la televisién con
perjuicio de millones de nifios venezolanos v la realizacién de un “cbdigo de éfica” propio de los
empresarios prescindiendo del clamor de importantes sectores sociales e Incluso de
comunicadores reafirma la critica episcopal y obliga a ver el problema de la regulocién de la
libertad de expresién en toda su complejidad de manera de evitar en forma efectiva la utilizacién
de los medios para campanas de interés privado particular.

La tensién propietarios (por ende "patronos”) y comunicadores contratados para trabgjar en
los medios (por ende “fuerza de trabajo”) interviene en Ia circulacién democratica de la
Informacién. Los propietarios, por razones econdémicas o Ideolégicas, estdn ante la permanente
tentacién de subordinar la pauta informativa a findlidades publicitarias o defensa de sus
posiciones, presionando a los comunicadores a orlentar la noticia en determinada direccién o a
silenciar algunos hechos. Los empresarios de la comunicacién, ademds, se han organizado.
nacional (Bloque de Prensa...) e intemnacionalmente (Socledad Interamericana de Prensa) y se
muestran sumamente efectivos en la defensa a veces estruendosa de sus posiciones. La .
tendencia a la “"monopolizacién® de sectores enteros de la comunicacién no es pura imaginacién
de algun politico resentido. La aplicacién de la legislacion antimonopolio aprobada en 1991,
después de veinte anos de sueino en las gavetas del Congreso (Ley para Proteger el Libre Ejercicio
de la Competencia), al sector de la comunicacién soclal es una necesidad para la preservaciéon
de la libertad de expresién consagrada en la Constitucién a todo cludadano venezolano.

Los comunicadores tienen sus proplas tentaciones. El llamado * palangrismo” por el que cobran
la informacién que se publica y si no se paga no se publica. Ser poco exigentes consigo mismo a
la hora de confirmar informaciones ¢ de prepararse adecuadamente segun el tema a tratar o la

. persona o grupo a entrevistar... Todo ello cublerto con un falso “gremidlismo” por el que hay que
defender a todo el que pertenezca al gremio e iImpedir que los “ajenos” Intervengan en la tarea
comunicacional escuddndose en una concepcldn excluslvista de la defensa del sjercicio de la
profesién, .

La regulacién que en representacién de la sociedad hace el Estado de la libertad de expresién
tiene que ofrecer garantias suficientes para que qulenes funden medios o se dediquen ala
profesién de la comunicacién lo hagan en funcién de las finalidades publicas que otorgan su
sentido pleno a esa actividad.

Ciuda- Ofra experiencia. muchas veces denunciada y comentada, en cuanto al funcionamiento real
danos de la libertad de expresion en Venezuela es que se convierte en una mera catarsls o desahogo
b personal. Son incontables las denuncias de todo tamano y nivel que hacen personas y grupos de
infor- todos los niveles de la socledad a través de todos los medios de comunicacion sin que pase

mados absolutamente nada. Ejercemos continuamente el derecho de expresién frustrada. Una
regulaciéon democrdatica de la libertad de expresidn debe también garantizar el derecho del

pgra el ciudadano a ser oido por las instituciones pablicas. Insistimos en que la comunicacién social es un
dlalogo didlogo en busca de escoger las mejores altemativas para la vida comun. Ef cludadano tiene
social derecho a participar y expresar su pensamiento o posiclén y a recibir respuesta del Estado en

cuanto representante de la sociedad y garante de la ley. El Estado debe ser “transparente” ante
los ciudadanos, tfodo funcionario publico estd en la obligacién de informar verazments sobre las
materias a él encomendadas. '

El lamado “derecho a réplica” se Inscribe en esta linea. Los medios estdn obligados a rectificar
en condiciones de equidad a quien asi lo solicite. Esta disposicién existe en nuestra ley de
Ejercicio del Periodismo (art. 312) y hasta ahora no ha representado los Inconvenlentes que
algunos predicen en caso de que se consagre la redaccién propuesta en el art. 232 de'la reforma
constitucional. _

Las modificaclones, aunque no siempre felices, hechas en el Parlamento al articulo 662 de ia
Constitucién han provocado un muy importante debate naclonal que pone sobre el tapete el
papel de la comunicacién social y del Estado en su regulacidon en un momento en el que Ia
profundizacién de la democracia exige renovar los fundamentos éticos de una actividad clave
para crecer en el gjercicio de la libre y plural participacién politica. La redaccién definitiva de los
articulos correspondientes, ademds de mantener la altura constitucional y el sentido comun,
deben inspirarse en esta ética democratica y fortalecer las posibllidades de la libre circulacion de
la informacién en una sociedad en la que éste sector se ha caracterizado por la concentraclén
del poder informativo. Democratizacién significa también reparticidn del poder de la informacién. .
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